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Presentación




			Para el Centro de Investigación y Estudios Republicanos (CIERE) es un honor presentar este libro sobre la Segunda República y su proyección internacional, para cuya edición se ha contado con el concurso inestimable de reputados especialistas en la materia.

			El libro tiene su origen en el ciclo de conferencias del mismo título, que se celebró el pasado año 2016 en el Ateneo de Madrid, con el patrocinio del CIERE, ya que, sin perjuicio de nuestro interés por las doctrinas y ejecutorias del republicanismo español, la política internacional de la Segunda República permanecía inédita en los trabajos que hemos venido publicando desde nuestra fundación en el ya lejano 1985. 

			La importancia del ciclo, tanto por la calidad de los ponentes como por la nutrida asistencia a las sesiones celebradas en el Ateneo de Madrid, nos movió a preparar una publicación que, aparte de reflejar los contenidos del mismo, enriqueciera y ampliara lo allí expuesto, proporcionando a los lectores e investigadores una valiosa herramienta documental.

			Ni que decir tiene que la respuesta de los autores ha sido muy generosa, contribuyendo a que la edición del libro, a cargo de Ángeles Egido, tenga la brillantez y la claridad necesarias. Como comprobará el lector, el conjunto rezuma rigor y conocimiento, cualidades que son un bien escaso en tiempos de liviandades doctrinales e históricas, sobre todo cuando se trata de dar a conocer todo lo relacionado con aquella llamarada de esperanza que supuso para los españoles la llegada de la República del 14 de abril de 1931.

			Creemos que va siendo hora de que la seriedad y la objeti­­vidad del libro supongan un primer paso para normalizar el tra­­tamiento de nuestra historia reciente, desechando tópicos y revisio­­nes sectarias o extemporáneas que nada aportan al desenvolvimiento del constitucionalismo español, en el que el pensamiento y las ejecutorias del republicanismo deben ser reconocidos como parte sustancial del mismo. Desde luego, es lo que deseamos desde el CIERE, convencidos de la necesidad de que los españoles cuenten con elementos de juicio suficientes para afrontar las decisiones que, a medio plazo, sean convenientes para perfeccionar la democracia y fortalecer nuestro Estado.

			Por mi parte, reiterar el agradecimiento a quienes han hecho posible este libro y confiar en que merezca la aprobación y el interés de los lectores.







			Manuel Muela

			Presidente del Centro de Investigación 

			y Estudios Republicanos





			Introducción

			La proyección exterior de España 			en los años treinta

			Ángeles Egido león




			Actualmente son bien conocidas las razones objetivas que llevaron a las principales potencias europeas a suscribir el Pacto de No Intervención y a no apoyar oficialmente a la Segunda República española cuando estalló la sublevación militar que degeneró en guerra civil. El propósito de este libro es intentar rastrear los motivos menos objetivos: ¿cómo se recibió la proclamación del nuevo régimen en el exterior?, ¿qué se pensaba de la España republicana en las principales cancillerías europeas?, ¿qué imagen tenían de sus nuevos líderes?, ¿cómo afectó esa imagen de la República a los intereses de cada país y a la propia República?, ¿qué papel desempeñó EE UU? Se trata, en definitiva, de valorar si las potencias dieron a la República un voto de confianza o si, por el contrario, la pusieron en entredicho desde el mismo momento de su proclamación y por qué.

			Este planteamiento inicial nos obliga a hacer algunas re­­flexiones sobre la proyección exterior de España en los años treinta. Es sabido que sobre la República y la Guerra Civil se ha escrito casi tanto como sobre la Revolución rusa que derrocó al imperio de los zares y abrió un nuevo periodo en la historia de la humanidad. Se han estudiado a fondo los proyectos de política interior: la reforma del Ejército, las iniciativas pioneras en la educación, el nuevo marco institucional al que pretendieron adecuarse las relaciones entre la Iglesia y el Estado, las leyes que elevaron a la mujer a la categoría de ciudadana, la reforma agraria, y todo ello bajo las alas del nuevo texto constitucional que fue en su momento uno de los más avanzados de Europa. Sin embargo, hay un aspecto, importante en los años de la República, que ha permanecido al margen de los grandes libros de conjunto o que no ha gozado de la misma divulgación que los anteriores. Me refiero a la política exterior, en su doble acepción de política exterior propiamente dicha y relaciones internacionales, un concepto que abarca un espectro más amplio: economía, cultura, etc., que quedó un poco desdibujada no solo para quienes lo vivieron, sino para los profesionales de la historia que se acercaron al periodo con la perspectiva del tiempo transcurrido. 

			Durante muchos años el asunto se zanjó con una afirmación taxativa: la República careció de política exterior. Esta fue la explicación que los propios republicanos, una vez en el exilio, se dieron a sí mismos para intentar entender el desamparo internacional en que quedó el Gobierno republicano al inicio de la Guerra Civil.

			¿Qué había ocurrido para que las principales potencias europeas no acudieran en apoyo de un Gobierno democrático cuando este recurrió a sus homónimos occidentales al enfrentarse a un golpe militar? ¿Por qué un general sublevado fue escuchado y casi inmediatamente ayudado por Hitler y Mussolini mientras Francia y Gran Bretaña se escudaban en la no intervención? La expli­­cación, casi unánime durante mucho tiempo —y al margen naturalmente de los intereses particulares de cada país— creyó en­­contrarse en la propia inhibición de la República en el terreno internacional. A los gobernantes republicanos en general, y al jefe del Gobierno que más tiempo estuvo en el cargo, Manuel Azaña, en particular, no le interesaban los asuntos exteriores y cuando llegó el crucial momento de la sublevación se encontró solo. En otras palabras: el nuevo régimen y sus principales representantes se habían desentendido de la política exterior y en 1936 no hicieron sino recibir el merecido pago por esa desatención.

			Esta interpretación, sin embargo, es cuando menos desenfocada y para valorarla hay que acercarse antes mínimamente a considerar el papel que la República desempeñó en el principal organismo internacional de la época, la Sociedad de Naciones (SDN), lo que expresaron e hicieron al respecto algunos de sus hombres más comprometidos, e incluso lo que quedó reflejado en la propia Constitución de 1931, amén del contexto interno y externo en que se gestó y se desarrolló el proyecto republicano. 

			Aspiraciones y limitaciones

			La Segunda República se proclamó pacífica y entusiásticamente en la primavera de 1931, recogiendo las esperanzas populares que las elecciones municipales habían reflejado en las urnas. Alfonso XIII marchó al exilio y dejó inicialmente abierto el camino para el amplio proceso de transformación de España que el nuevo régimen se proponía iniciar. Un proyecto que miraba esencialmente hacia las democracias europeas aparentemente bien asentadas y amparadas desde el final de la Primera Guerra Mundial por un organismo internacional, la SDN, con sede en Ginebra, que comprometía a más de 40 países (un buen número de ellos no europeos) en un propósito común: asegurar la paz y garantizar que los conflictos internacionales se resolvieran por vía pacífica mediante un sistema de arbitraje internacional y un sistema de sanciones, previamente acordado en un pacto colectivo suscrito por todos. 

			La República nacía con un objetivo fundamental: equiparar a España a las democracias avanzadas de la Europa circundante e insertarla en el engranaje colectivo constituido tras la Gran Gue­­rra con el propósito de impedir que se desencadenara una nueva conflagración mundial. Sin embargo, el flamante organismo diseñado para ello, y apoyado inicialmente en los 14 puntos del presidente norteamericano Woodrow Wilson, daría pronto síntomas de debilidad. El primero: que el Senado norteamericano votó en contra de la incorporación de EE UU, con lo que quedó huérfana desde su nacimiento de su principal impulsor. El segundo: que los países descontentos con el statu quo nacido tras la guerra no se resignarían a no intentar alterarlo. El tercero, en fin, que, tras el hundimiento de la Bolsa de Nueva York, los propios principios económicos e ideológicos en que se apoyaban sus principales inspiradores comenzaron a ser cuestionados. Frente a ellos se afianzaban los totalitarismos de uno y otro signo: el fascismo italiano, el estalinismo soviético y, a partir de 1933, el nazismo alemán. 

			No corrían, pues, buenos tiempos para las democracias, tachadas de obsoletas por los regímenes emergentes, que habían de enfrentarse a “lo nuevo”, es decir, a los sistemas de corte totalitario y dictatorial. No es extraño, por tanto, que Mussolini co­­mentara despectivamente tras el 14 de abril que instaurar una república en España era como utilizar el petróleo en la era de la luz eléctrica. La República nacía, por tanto, aun sin ser todavía consciente de ello, en un contexto que se revelaría pronto prebélico, en el contexto que desembocaría en la Segunda Guerra Mundial, de la que la guerra civil española no sería, a la postre, sino un simbólico precedente.

			Pero en 1931 todavía era posible confiar en la paz. Nada parecía hacer prever que el mundo se embarcaría en breve en un nuevo conflicto de terribles consecuencias y, aún menos, que el régimen tan pacífica y entusiásticamente proclamado en España acabaría, previo golpe de Estado, en una cruenta guerra civil. En 1931, el flamante organismo internacional que había nacido tras la Primera Guerra Mundial con el único objetivo de conjurar una nueva guerra todavía parecía firme. Más de 60 países llegaron a suscribir el Pacto de la SDN, el Covenant, con el firme propósito de solucionar los problemas internacionales por vía pacífica. La Liga de Naciones tuvo su primera reunión en Ginebra en 1920. Poco después se firmarían importantes acuerdos internacionales que ratificarían ese espíritu colectivo de convivencia pacífica. En 1925 se firmaron los Acuerdos de Locarno, que suscribieron Fran­­cia, Alemania, Reino Unido, Italia, Bélgica, Polonia y Che­­coslovaquia, sellando el espíritu de concordia y respeto mutuo tras el enfrentamiento bélico: el llamado “espíritu de Locarno”; en 1926, la gran derrotada en la guerra, Alemania, se incorporaría a la Sociedad, y en 1928 se firmaría el Pacto Briand-Kellogg, im­­pulsado por el ministro de Asuntos Exteriores francés Aris­­tide Briand y el secretario de EE UU Frank B. Kellogg, en el que los 15 países signatarios (Alemania, Francia, Italia, Reino Unido, Ir­­landa, Bélgica, Checoslovaquia, Polonia, EE UU, Canadá, Aus­­tra­­lia, Nueva Zelanda, Unión Sudafricana, India y Japón), a los que se unirían 57 más, se comprometían a renunciar a la guerra como solución de los conflictos entre naciones. La crisis económica de 1929 haría tambalearse los cimientos de este nuevo ambiente internacional, sus efectos pronto se harían notar en las principales economías europeas, aunque en España sus consecuencias serían más tardías y menos intensas. Pero en 1931 el andamiaje todavía se sostenía. 

			España, por su parte, apenas repuesta de su gran crisis internacional de 1898, cuando se enfrentó de cara a la pérdida de los restos de un pasado imperial, no tenía una tradición de política exterior agresiva. La opinión pública, todavía consciente del precio que había pagado en la última guerra colonial, se aferraba a su vocación de neutralidad. Se había mantenido al margen de la Pri­­mera Guerra Mundial y aún se restañaba de las heridas de la guerra de Marruecos, a la que el dictador Miguel Primo de Rivera, con ayuda de Francia, había conseguido poner fin. No estaba, pues, predispuesto el régimen recién instaurado a nuevas aventuras ex­­teriores, máxime cuando su propósito prioritario era afrontar la transformación interna de España.

			Había además algunos condicionantes puramente internos que dificultaron o cuando menos limitaron su andadura en el exterior. La República hubo de enfrentarse a las trabas heredadas de la etapa anterior: una cierta atonía tradicional en el funcionamiento interno del Ministerio de Estado (Asuntos Exteriores), las dificultades inherentes al cambio de régimen, que se vio abocado a buscar representantes adecuados para su representación en el exterior (porque muchos diplomáticos monárquicos dimitieron al proclamarse la República) e incluso a la simple evidencia de que no había demasiadas personas capaces de desenvolverse con soltura en el ambiente internacional. Esto explica, por ejemplo, que en un primer momento se recurriera a intelectuales para cubrir las principales embajadas: Ramón Pérez de Ayala fue a Londres; Américo Castro, a Berlín; Salvador de Madariaga, a Washington y, enseguida, a París. Sin embargo, estos condicionantes no fueron específicos de España, en el contexto de la época. Por otra parte, también hubo al frente del Ministerio de Estado hombres capaces, cuya impronta se dejó sentir, especialmente en el caso de los ministros Fernando de los Ríos o Luis de Zulueta, además del propio Salvador de Madariaga, que pronto sería designado delegado español de facto, porque nunca llegó a serlo de jure, en la SDN. 

			La República necesitaba, además, asegurarse la fidelidad de sus funcionarios internacionales. Para lograrlo, las Cortes del primer bienio aceleraron la aplicación de un decreto de jubilación anticipada, al que se acogieron aquellos diplomáticos que estaban en situación de hacerlo o que no querían abjurar de su compromiso monárquico. Se ha dicho que esto desmanteló los cuadros de la diplomacia española, pero la realidad no fue tan tajante, porque la base del funcionariado siguió en su puesto y también lo hicieron acreditados diplomáticos, como José María de Aguinaga, subsecretario de Estado desde mayo de 1934 hasta marzo de 1936, o Julio López Oliván, que sirvieron lealmente al nuevo régimen. A largo plazo, sin embargo, esta decisión tendría consecuencias porque muchos puestos intermedios del Ministerio de Estado si­­guieron a cargo de monárquicos y, como es sabido, algunos cónsules e incluso embajadores que sirvieron a la República acabaron abandonándola en los momentos cruciales del Alzamiento, es decir, cuando se desencadenó la Guerra Civil.

			Pero, sin duda, el gran proyecto de la República, al margen de lo que ocurriría después, tenía una prioridad inicial: convertir a España en un régimen verdaderamente democrático y eso implicaba desarrollar, desde el mismo Gobierno provisional, un ambicioso programa de reformas estructurales que debía partir del gran pacto constitucional, en el que no olvidó incluir, como no podía ser menos, lo relativo a la política internacional. 

			Ilusiones y compromisos

			Las Cortes, recién elegidas, se dispusieron a redactar la Cons­­titución, que finalmente se aprobó el 9 de diciembre de 1931. En el terreno de la política internacional, el texto constitucional in­­cluía novedades dignas de ser reseñadas, especialmente el artículo 6 que decía textualmente: “España renuncia a la guerra como instrumento de política nacional”. Para los republicanos la po­­lítica internacional era una consecuencia de la política nacional y la guerra, por tanto, el fracaso de una política nacional de paz, a la que la República aspiraba expresamente. Por eso se uti­­liza el término nacional, que no internacional, como suele citarse erróneamente. Este artículo implicaba además la inclusión del Pacto Briand-Kellogg de renuncia a la guerra, cosa que se hacía por primera vez, en un texto constitucional, y ratificaba la voluntad europeísta y pacifista del nuevo régimen que incorporaba implícitamente los principios del Pacto de la SDN a su carta magna. La Constitución incluía, además, artículos específicos en relación con dos áreas tradicionales de interés para España en el exterior: Hispanoamérica y Portugal, constituyendo el artículo 23, que establecía facilidades para adquirir la nacionalidad española “a las personas de origen español” que residieran en el extranjero, una puerta abierta a los sefarditas. 

			La vocación internacionalista, además de en el texto constitucional, quedó reflejada también en la reflexión y en la actuación de significados prohombres republicanos: Salvador de Madaria­­ga, Fernando de los Ríos, Luis de Zulueta e incluso Manuel Azaña o Niceto Alcalá-Zamora, que han dejado testimonio de ella. El más conocido, sin duda, es Salvador de Madariaga. Tuvo un papel esencial como representante español en la SDN ininterrumpidamente entre 1931 y 1936, y contribuyó, con su entusiasmo y preparación personales, al reconocimiento y al prestigio de la joven República en el organismo ginebrino. Madariaga era un intelectual de prestigio, buen conocedor de lenguas extranjeras, brillante conferenciante y solvente delegado en las asambleas de Ginebra. No puede negársele su entrega y dedicación y tampoco la fidelidad que desde el primer momento demostró al nuevo régimen. 

			Algunos de los refinamientos jurídicos, especialmente en relación con el Pacto de la SDN, que se introdujeron en el texto constitucional (artículos 6, 76, 77 y 78) fueron obra de Madariaga, a quien también debemos el programa de política internacional de la República que él mismo sintetizó en varios puntos, relativos esencialmente a la acción de España en Ginebra, y que pueden resumirse a su vez en tres: adhesión sincera al Pacto de la SDN, que no era en realidad sino una traducción actualizada de la vieja tradición jurídica española, encarnada especialmente por el padre Francisco de Vitoria, que definió ya en el siglo XVI los conceptos de guerra justa y arbitraje internacional, implícitos en el Covenant. En cuanto a la táctica, España continuaría su tradicional contacto con Francia y Gran Bretaña (sin renunciar por ello a sus legítimas aspiraciones) y procuraría impulsar la colaboración con los países neutrales y mantener la amistad y cordialidad con Portugal y con las dos Américas, a fin de que su lengua y cultura se respetasen en el mundo. España, forjadora de imperios retirada del negocio, como le gustaba recordar, podía rentabilizar, en fin, su prestigio como vieja potencia histórica sin anhelos de expansión y con voluntad efectiva de cooperación al servicio de los ideales de Ginebra. 

			Paradójicamente, sin embargo, su testimonio, recogido am­­pliamente en sus Memorias y en algunos de sus libros1, fue a la larga el que más contribuyó a dar esa imagen desenfocada de la posición de la República en el ámbito exterior a que nos referíamos inicialmente. Madariaga culpó a Azaña, le acusó de desinterés por los asuntos internacionales y especialmente de haber desatendido al jefe del Gobierno francés, Édouard Herriot, cuando vino a España en visita oficial en noviembre de 1932. Aquella desatención se aduciría durante mucho tiempo como una de las causas de la in­­hibición de Francia respecto de la República cuando estalló la Guerra Civil. Hoy sabemos, gracias a las anotaciones de Azaña al respecto en sus cuadernos robados2, ignoradas durante largos años, las razones que explican, si no justifican, su actitud y ya son sobradamente conocidos los verdaderos motivos que tuvo Francia —mu­­cho más complejos evidentemente— para actuar como lo hizo. Pero lo cierto es que esa imagen prevaleció largamente en detrimento de Azaña y, lo que es más grave, de la República.

			El propio Azaña, y esto es menos conocido cuando no francamente discutido, también reflejó en sus Memorias algunas ideas sobre lo que podía haber sido la política exterior de la República. No son pocas las ocasiones en las que se refiere a Italia, a Ma­­rruecos, a Portugal, al Mediterráneo, por mucho que las tormentosas aguas de la política interior hayan ocultado los modestos riachuelos de la exterior. Una lectura atenta, sin embargo, permite observar, a mi juicio, que el pensamiento político internacional de Manuel Azaña se apoyaba en dos pilares básicos: un claro europeísmo y un no menos contundente y sentido prag­­matismo.

			Azaña pertenecía a la llamada generación del 14, es decir, a aquella que se había forjado en los años de la Primera Guerra Mundial, que veía en la Europa democrática un elemento esencial de referencia y que acusaba a la monarquía alfonsina de neutralidad por impotencia. Ni España ni Azaña estaban dispuestos a renunciar a la neutralidad, pero esta adquiere ahora otro matiz en tanto se vincula a un organismo internacional que llevaba implícito un compromiso, pero también una garantía: los mecanismos de seguridad colectiva previstos en el Pacto de la SDN eran la mejor cobertura posible para una pequeña potencia como España sin afanes de expansión ni amenazas exteriores, pero también sin medios propios para hacerles frente en caso de que se produjeran. En la misma situación se hallaban otras pequeñas potencias europeas que habían sido neutrales en la Primera Guerra Mundial y que querían seguir siéndolo en el caso de que se desencadenara una nueva contienda. 

			La neutralidad, con vocación europeísta y compromiso ginebrino, se distanciaba, en el pensamiento de Azaña, de la neutralidad por mera impotencia que, a su juicio, había mantenido Es­­paña durante la monarquía, a la que acusaba de falta de compromiso moral con las potencias democráticas que litigaron en la Gran Guerra contra los Imperios Centrales por la defensa de la civilización europea y universal. Y tenía también una clara vertiente pragmática: España, razonaba Azaña, no tenía apetencias de expansión ni motivos para temer una agresión, pero tampoco contaba —en el caso improbable de que ambas cosas se dieran— con medios para hacerles frente: su Ejército y sus medios técnicos eran obsoletos, su presupuesto exiguo, sus fortificaciones (especialmente necesarias en Baleares) estaban por acabar y la Re­­pública, por otra parte, tenía intereses más acuciantes que atender: la política de Instrucción Pública, por ejemplo, a la que el nuevo régimen dedicó un presupuesto mucho más elevado que a la defensa militar. No convenía, pues, alterar el statu quo vigente en el terreno de las alianzas, que remitía a una colaboración, si bien no a una dependencia expresa, con Francia y con Gran Bretaña, sin descuidar Italia (al margen de su evidente disimilitud ideológica), siempre en función de una clave estratégica fundamental para España: el Mediterráneo occidental.

			La SDN se convertiría, pues, en el foco idóneo para plasmar en la práctica la vocación europeísta, el compromiso con la democracia y las aspiraciones pacifistas. La República, de la mano de su entusiasta representante, Salvador de Madariaga, fue bien recibida en Ginebra, precedida por el eco de un cambio de régimen en orden y en paz. Por encima de los asuntos concretos en los que España, como miembro semipermanente del Consejo de la SDN, tuvo que intervenir, hay algunos aspectos genéricos que conviene subrayar. La presencia de España en Ginebra no era nueva, pero sí la de la República, que además se ganó un voto de confian­­za al haber incluido tan generosamente los principios del Pacto en su Constitución. La política republicana se desmarcó de la de anteriores etapas en cuanto a su voluntad de cooperación efectiva —plasmación de su vocación de neutralidad activa—, especialmente durante el primer bienio, replegándose en el segundo como aconsejaban la involución interior y sobre todo la evolución exterior. Ahora bien, si desde el punto de vista interno esta política resulta innovadora, no lo fue tanto en el marco de la coyuntura internacional en que se fraguó, porque la España republicana no hizo, en definitiva, sino sumarse a las pequeñas potencias occidentales de su misma condición y con sus mismas apetencias. De acuerdo con ellas, su grado de compromiso no excedió ni el marco del Pacto ni el de sus propias limitaciones ni el del resto del grupo de países neutrales con los que por vocación y situación se identificaba.

			Partiendo de estas premisas, la actuación de la República en Ginebra fue más que pasiva: el delegado español fue miembro de la Comisión de los Doce que condenó la agresión japonesa a Manchuria; presidió el Comité de Aviación en la Conferencia de Desarme; actuó como mediador en dos conflictos entre países sudamericanos: la guerra del Chaco, que enfrentó a Bolivia y Pa­­raguay, y el contencioso de Leticia entre Colombia y Perú; colaboró en la cuestión del Sarre y en otros asuntos, como, por ejemplo, el problema del restablecimiento del servicio obligatorio decretado por Hitler en marzo de 1935, y presidió, finalmente, el comité que decidió la aplicación de sanciones a Italia cuando invadió Etiopía.

			Pero España, además, lideró en Ginebra a las pequeñas potencias con vocación de neutralidad. Y esto es algo en lo que conviene insistir, porque sigue siendo bastante desconocido: la España republicana impulsó en la SDN el llamado Grupo de los Ocho, una iniciativa del ministro de Estado, Luis de Zulueta (que ocupó el cargo durante el segundo Gobierno Azaña, entre diciembre de 1931 y junio de 1933), secundada eficazmente por Madariaga, y que cuajó en Ginebra al hilo de la Conferencia de Desarme inaugurada en febrero de 1932. El Grupo de los Ocho estaba integrado por Bélgica, Holanda, Suiza, los tres países nórdicos (Suecia, Noruega y Dinamarca), Checoslovaquia y España. Todos ellos compartían la militancia democrática y liberal, la vocación de neutralidad y la necesidad de afirmar sus intereses como pequeñas potencias, frente a las grandes, en caso de conflicto mundial. 

			Tras la subida de Hitler al poder en 1933, la percepción del peligro de una nueva guerra se incrementó y el Grupo de los Ocho quedó reducido al Grupo de los Seis, llamado ya específicamente Grupo de los neutrales, al desmarcarse Bélgica y Checoslovaquia, aliados expresos de Francia y, por tanto, comprometidos de antemano con una de las partes en caso de guerra, y tuvo ocasión de hacer valer su posición en 1935 cuando la crisis de Abisinia, es decir, la invasión italiana de Etiopía, puso sobre el tapete la eficacia real de los mecanismos previstos en el Pacto de Ginebra. Ahora bien, cuando los desequilibrios entre las potencias se agudizaron y la situación internacional se tornó tensa, España, como el resto de las pequeñas potencias ginebrinas, se replegó. En definitiva, la República actuó como lo que era: una pequeña potencia demoliberal y neutral en medio de la crisis internacional de los años treinta.

			Desencanto y repliegue 

			Recapitulando sobre lo expuesto, podemos plantear ya la revisión de algunos tópicos que hasta ahora habían planeado sobre la aproximación historiográfica al tema. Y lo haremos formulándonos algunas preguntas: ¿tuvo o no tuvo política exterior la República? ¿Fue la SDN el único foro de esa política? ¿Ahogaron los problemas internos su vocación internacional? Para llegar a la gran cues­­tión final: ¿tuvo la culpa la política exterior republicana o la ca­­rencia de ella en la actitud de las potencias occidentales ante la Guerra Civil?

			Para responder a la primera de ellas es necesario, a mi juicio, reflexionar sobre lo que entendemos por política exterior. Si por política exterior entendemos expansión territorial, es decir, propósitos de agresión o aventuras de expansión, evidentemente la República, que nacía con propósito de paz y de reorganizar primero la propia casa, no la tuvo. Pero, en ese caso, España no la tenía nada menos que desde el siglo XVI. Si por política exterior entendemos presencia en los organismos internacionales, ya hemos visto que la República participó activamente en Ginebra, lideró el grupo de neutrales y estuvo a la altura cuando lo tenía que estar. La República fue neutral, sí, pero neutralidad no quería decir inhibición ni prudencia, abstención. Por tanto, en este caso, la respuesta ha de ser afirmativa. Si por política exterior, en fin, entendemos participación en los conflictos internacionales, es evidente que, desde el 98, e incluso desde mucho antes, desde el Congreso de Viena en lo relativo a la edad contemporánea, España estuvo al margen de la política de las grandes potencias. Ni siquiera conservó el carácter de potencia media, que por su participación en la derrota napoleónica y su pasado metropolitano quizá le correspondía todavía, entrando en el siglo XX ya como una pequeña potencia. Pero aunque España permaneció neutral ante la Gran Guerra, tuvo su guerra de África y no estuvo al margen de los conflictos mediterráneos que afectaban a su área tradicional de intereses. Y aquí está, a mi juicio, la clave del asunto, porque por política exterior hay que entender atención a los asuntos internacionales en función de los intereses nacionales, en la medida en que afectan a los intereses nacionales. Y en esa medida, la República no permaneció ni mucho menos ajena al contexto internacional que le tocó vivir. 

			Por tanto, la República tuvo la política exterior que podía y le correspondía tener: la de una pequeña potencia demoliberal y neutral en medio de la crisis internacional de los años treinta. ¿Por qué, pues, esa insistencia hasta ahora tradicional en que la República no había tenido política exterior? Pues, a mi juicio, por dos razones: porque prevaleció la idea de que los problemas exteriores se marginaron en aras de las necesidades más acuciantes de la política interna y porque los pocos historiadores que se habían acercado al tema lo habían hecho en clave de guerra civil. 

			Es evidente, en cualquier caso, que los problemas internos fueron prioritarios para el nuevo régimen. Había mucho que reformar y esas reformas se cobraron un alto coste de agitación política y social, que absorbieron el grueso de las energías de los sucesivos gobiernos republicanos. Por otra parte, en 1931 no ha­­bía intereses inmediatos que defender en el exterior. La guerra de Marruecos la había zanjado la Dictadura. Había cuestiones pen­­dientes con Francia: la delimitación del protectorado marroquí, la ocupación de Ifni, el Estatuto de Tánger, y continuaba el sempiterno contencioso de Gibraltar con Gran Bretaña, pero eran asuntos añejos y nada que una buena gestión diplomática no pudiese resolver.

			Ahora bien, que los problemas internos fueran prioritarios —por lo importantes, en este caso— no es suficiente para afirmar sin más que se marginaron las preocupaciones exteriores. Las cuestiones exteriores estuvieron en el plano que debían estar. El nuevo régimen no olvidó, como hemos visto, la política exterior, a la que dedicó artículos novedosos, en su Constitución; estuvo presente en los organismos internacionales, singularmente la OIT y la SDN, donde no actuó como visitante contemplativo, sino como participante activo, y asumió incluso ciertas iniciativas en el terreno colonial (la ocupación de Ifni en 1934) y en las relaciones con las naciones hispano-americanas, sobre todo en la política cultural, y las cuestiones internacionales se debatieron en la prensa y en el Parlamento cuando la situación internacional así lo aconsejó.

			Hubo, en este sentido, al menos dos momentos álgidos en que las cuestiones internacionales no solo pasaron a primer plano, sino que desataron una verdadera polémica en los medios y en la calle: me refiero a la visita del jefe del Gobierno francés, Édouard Herriot, a España en noviembre de 1932 y a la guerra de Abisinia, en 1935. El primero provocó un profundo debate sobre la neutralidad que llegó incluso al Parlamento y tuvo consecuencias políticas en las elecciones de 1933. El segundo adelantó en cierto sentido el enfrentamiento de la Guerra Civil: porque la cuestión era apoyar a Italia, es decir, al fascismo, o apoyar a la SDN, es decir, a la democracia.

			En realidad, la negación de que a la República le interesase la política exterior venía, en no poca medida, dada por el enfoque posterior. Más que estudiar el tema en sí mismo, los historiadores se habían acercado a él de soslayo para intentar comprender la participación extranjera en la Guerra Civil al lado del bando in­­surreccional, mientras el gubernamental quedaba desasistido en medio de la parodia de la no intervención. De ahí que se desarrollase una tendencia a culpar a los dirigentes republicanos de inhibición en los asuntos internacionales para justificar el abandono que sufrieron, especialmente por parte de las democracias occidentales, al estallar el enfrentamiento civil. 

			La presencia en el organismo ginebrino ha sido tal vez la única excepción que se ha reconocido de manera unánime respecto de la acción y presencia internacional del nuevo régimen, en buena medida porque su propio representante más señero, Salvador de Madariaga, así se encargó de airearlo. Y no le faltaba razón porque la SDN si bien no fue el único foco de atención internacional de la República, sí fue el más importante y el de más amplia repercusión. En la SDN la España republicana intentó desarrollar su política más original e independiente, caracterizada por un nuevo tono, por un nuevo talante en oposición al de la etapa monárquica anterior. Ginebra era Europa, la Europa de las democracias occidentales que habían vencido en la Primera Guerra Mundial y eso era lo que representaba para la España republicana: la plasmación efectiva de su vocación europeísta. Pero Ginebra, el Pacto de la SDN, era sobre todo una garantía, un compromiso colectivo para mantener la paz. El artículo 16 del Pacto implicaba garantía y compromiso porque aseguraba que si un Estado miembro era agredido por otro Estado miembro, todos los estados firmantes deberían acudir en ayuda del Estado agredido. Y eso a España y al resto de las pequeñas potencias europeas era lo que mejor les podía convenir mientras —claro está— no hubiera ninguna agresión.

			El Pacto pareció funcionar al principio, aunque ya en 1931 tu­­­­vo su primera prueba de fuego: la agresión japonesa a Manchuria. España pudo permitirse entonces el lujo de significarse en la defensa de los ideales ginebrinos. Esto le valió cierto prestigio entre los países neutrales, iniciándose a partir de entonces la colaboración con este grupo de países afines, no exenta de cierta ironía hacia su representante, que a partir de entonces fue apodado “Don Quijote de la Manchuria” por su voluntariosa defensa de los legítimos intereses de China frente a Japón.

			El año 1932 traería el primer choque con la realidad. La Conferencia de Desarme puso en evidencia que la defensa del Pacto a menudo escondía la defensa de los intereses de las grandes potencias. Francia era quien llevaba la batuta y quería asegurarse a toda costa de que Ginebra impidiese el rearme alemán. En este contexto se produjo la visita oficial de Herriot a España y el “tropiezo” de Azaña, que no estaba dispuesto a ir más allá de los límites del Pacto, tampoco había motivo para hacerlo. 

			La visita desencadenó no pocos rumores sobre sus verdaderos objetivos. Se acusó a Azaña de haber firmado una posible alianza militar con Francia. Lo cierto es que nunca llegó no ya a firmarse, ni siquiera a plantearse abiertamente. Y los resultados del viaje se tradujeron en términos de política interna en un desagravio a la República, molesta por la acogida dada en París a los exiliados monárquicos, que salió refrendada tras el fracaso del golpe de Sanjurjo y, en lo que respecta a Francia, en un pequeño golpe psicológico a sus rivales centroeuropeos. En términos ginebrinos, que eran quizá los más relevantes, en un mayor apoyo de la delegación española a las tesis francesas en materia de desarme y con ella del resto de países neutrales, lo que no fue óbice para que la CEDA rentabilizara políticamente en las elecciones de 1933 esa supuesta “violación” de la neutralidad de España.

			1933 sería el gran año del cambio. Cambio interno, porque acceden las derechas al poder y el impulso reformista del primer bienio deja paso a la política posibilista de la CEDA. Cambio externo, porque el revisionismo alemán se manifiesta abiertamente de la mano de Hitler. El anuncio del Pacto de los 4, por parte de Mussolini, resucita la vuelta a un directorio de grandes potencias. Las pequeñas potencias europeas, entre las que se encuentra España, ven cumplidos sus temores de verse arrastradas por la marea de las grandes, violando su aspiración más querida que había sido y seguía siendo la neutralidad. Pero es que, en este caso, la coyuntura internacional y el interés partidista se dieron inmejorablemente la mano, porque a la neutralidad activa del primer bienio, entendida como un deseo explícito de cooperar en el mantenimiento de una paz que convenía también inmejorablemente las propias apetencias nacionales, pero que se sumaba al viejo anhelo europeísta, al viejo ideal de un bloque occidental aunado por los principios democráticos y cobijado bajo la garantía del sistema de seguridad colectiva que encarnaba Ginebra, sucedió el paso a una neutralidad estricta, sin concesiones. Impuesta, sí, por las circunstancias internacionales, pero también defendida a ultranza, a machamartillo se decía en el órgano de la CEDA, El Debate, por los sectores confesionales del Gobierno. 

			Paralelamente en Ginebra al protagonismo de Francia, desprestigiada por el fracaso de la Conferencia de Desarme, de la que casi unánimemente se le consideraba culpable, sucede el de Gran Bretaña. Es Londres ahora quien lleva la iniciativa en materia de desarme. Resurge la idea de un Locarno mediterráneo, pronto marginada ante la evidente amenaza nazi: Alemania se retira de la SDN en octubre de 1933. A partir de entonces, la suerte de Ginebra ya estaba echada. El año 1934 significa la vuelta a la intransigente neutralidad y ratifica el fracaso de la Conferencia de Desarme. Ni Londres puede frenar lo inevitable ni el Grupo de los Ocho (que ahora se queda en seis) es capaz de lograr la vuelta de Alemania al redil de la Sociedad. 

			En 1935 Hitler restablece el servicio militar en Alemania. Es el golpe definitivo al tratado de Versalles y también el pistoletazo de salida para el rearme descarado. Ya no era posible confiar en el eufemismo de la seguridad colectiva. Y, por si quedaban dudas, Mussolini decide invadir Etiopía. Los mecanismos de Ginebra hacen agua por todas partes. Si se condena a Alemania, ¿cómo no condenar a Italia? Pero las grandes potencias no pueden correr el riesgo de renunciar a la ayuda italiana en la Europa danubiana. Las pequeñas potencias ya no albergan dudas sobre el riesgo que corren. Si secundan el Pacto hasta sus últimas consecuencias se verán inmersas en una guerra en la que no se les ha perdido nada. Resulta evidente, por otra parte, que Ginebra ya solo es un escudo para defender los intereses de las grandes. Es entonces cuando se plantea la necesidad de reformar el Pacto de la SDN y cuando Madariaga se ve inmerso en un desgraciado affaire que culminaría con su dimisión como delegado español, enturbiando una actuación que en sus grandes líneas (hasta 1936) puede considerarse irreprochable. 

			Para entonces, las aguas de la política internacional y de la política nacional ya se habían desbordado. La cuestión de si se votaban o no sanciones a Italia por la agresión a Etiopía levantó marejadas no solo en Ginebra, sino en Madrid. En Ginebra, porque Londres tiene intereses directos en África y defiende abiertamente la aplicación de sanciones a Italia, mientras las restantes potencias prefieren contemporizar ante el riesgo de guerra continental. Londres tiene que emplearse a fondo para conseguir la aplicación de sanciones, que se votan finalmente tan matizadas que resultan inoperantes. En Madrid, porque quedan de manifiesto las contradicciones internas del Gobierno: una parte decidido a apoyar a Gran Bretaña con todas las consecuencias; otra ya claramente filofascista. Y todo en medio de una enorme polémica de opinión pública, de aristas claramente ideológicas. La victoria del Frente Popular se produce, pues, en un contexto ya tormentoso. Hitler remilitariza Renania, mientras las tropas de Mussolini entran triunfantes en la capital etíope. Ginebra es ya solo un espejismo. En el breve periodo que precedió al estallido de la Guerra Civil, los gobiernos de Madrid vivieron al día, invocando el Pacto como providencial asidero, pero procurando no añadir más problemas, problemas externos, a las graves dificultades internas que ya tenían.

			Ginebra, por tanto, condicionó significativamente la posición internacional de España, pero, con ser el más representativo, no fue el único ámbito de la acción exterior republicana. La República no desatendió las áreas naturales de intereses españoles: Hispa­­noamérica, norte de África (Marruecos-Mediterráneo) y Portugal. En Hispanoamérica, trató de superar los resabios de una vieja metrópoli; en Marruecos, racionalizar la administración del protectorado y solucionar las cuestiones pendientes con Francia: delimitación del protectorado, ocupación de Ifni, revisión del Es­­tatuto de Tánger. Y el Mediterráneo planeó constantemente sobre su acción exterior, máxime cuando los acontecimientos internacionales (Conferencia de Stresa, conversaciones Laval-Mussolini, Abisi­­nia) obligaron a detener la atención sobre esa área prioritaria para los intereses de España. Con Portugal, finalmente, trató y parcialmente logró (durante el segundo bienio) atenuar la desconfianza, siempre latente hacia el vecino español, más poderosa: el viejo temor al peligro español. 

			De todos estos asuntos encontrará el lector puntual información en los respectivos capítulos de este libro. Concebido con voluntad unívoca, cada uno de ellos ha sido redactado, no obstante, por destacados especialistas que ofrecen, con la perspectiva del tiempo y el poso de largos años de investigación, su visión de los hechos no siempre coincidente y sujeta, en último término, a la interpretación de quien los lea. 

			Ángel Viñas incide en el papel poco conocido de Austria, comparando además las actitudes de Alemania y la URSS. Ismael Saz subraya la ambigua posición de Mussolini, que pasó del no al sí en función de sus propios intereses nacionales, siempre condicionados por contrarrestar la influencia francesa en el Medite­­rráneo, y que nunca dejó de considerar a España, como la propia Francia, un peón secundario en la escena europea. Hipólito de la Torre explica un aspecto muy poco divulgado de las relaciones peninsulares, desentrañando las razones del sempiterno temor portugués al peligro español, ampliamente cimentadas en la actitud de Azaña hacia los conspiradores portugueses contra el régimen de Carmona-Salazar. La actitud de Francia y las implicaciones del viaje de Herriot se analizan en sendos capítulos, que inciden, sobre todo en el segundo, en las semblanzas particulares de am­­bos personajes, también poco aireadas por la historiografía tradicional. La postura del Reino Unido es abordada por David Jorge, que hace un significativo seguimiento de la “perfidia” de Albión, claramente dependiente de los intereses imperiales y de los de las elites económicas británicas en España. Finalmente, José Manuel Aguilar de Ben, a modo de epílogo, nos presenta el largo recorrido de las relaciones históricas entre España y EE UU hasta llegar a los años de la República y la Guerra Civil.

			La lectura conjunta de estos capítulos permite detectar claves entrelazadas de actores secundarios y protagonistas principales, así como presenciar la evolución personal de algunos de ellos y su responsabilidad ulterior en algunas de esas imágenes que de la República han quedado. Permite constatar también la razón última de las actuaciones de cada país y comprobar, a mi juicio, el fin último que mueve a las potencias a tomar sus decisiones en el terreno internacional: salvaguardar su propio interés nacional. Aunque el punto de partida ha sido intentar desmontar esa inhibición de la República de los asuntos internacionales, a la que nos referíamos al principio de estas líneas, es evidente que para temas complejos no es fácil encontrar respuestas sencillas. Confiamos, al menos, en haber ofrecido una perspectiva suficientemente amplia para enriquecer el conocimiento de la complejidad que habitualmente subyace bajo las relaciones entre naciones, máxime en el periodo que precedió a una guerra civil en España y a una segunda guerra en Europa, que se extendió a otros continentes, y contribuir a una divulgación mayor de uno de los aspectos más controvertidos y menos publicitados de un periodo rico, controvertido y, no en vano, siempre sujeto a revisión.
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